
RESOLUCION de 16 de diciembre de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la adop-
tada por el Consejero de Gobernación al recurso de
alzada interpuesto por don Oskar Rivas Orcera, en repre-
sentación de Riloma, SL, contra otra dictada por el
Delegado del Gobierno en Sevilla, recaída en el exp. CSM
166/01.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de la

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo

Común e intentada sin efecto la notificación personal al recu-

rrente RILOMA, SL de la resolución adoptada por el Consejero

de Gobernación al recurso administrativo interpuesto, contra

la dictada por el Delegado de Gobierno de la Junta de Andalucia

en Sevilla, por la presente se procede a hacer pública la misma,

al no haberse podido practicar en su domicilio reproducién-

dose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se encuen-

tra en las dependencias del Servicio de Legislación de esta

Secretaría General Técnica (Plaza Nueva núm. 4, Sevilla),

pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«Visto el Recurso de alzada interpuesto por don Oskar

Rivas Orcera, en nombre y representación de la entidad RILOMA,

SL contra la Resolución de la Delegación del Gobierno de la

Junta de Andalucía en Sevilla, de fecha 30 de julio de 2001,

recaída en el expediente CSM 166/01 AI.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía

en Sevilla dictó la Resolución de referencia, por la que se impone

a la citada entidad una sanción de 150.000 ptas. (901,52 euros)

de conformidad con los antecedentes de hecho y fundamen-

tos de derecho contenidos en la misma, a la que nos remiti-

mos íntegramente.

Segundo. Contra la anterior resolución el interesado inter-

puso recurso de alzada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,

por delegación del Consejero realizada por la Orden de fecha

18 de junio de 2001, para conocer y resolver el presente recurso,

a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del

Procedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC),

y 39.8 de la Ley del Gobierno y la Administración de la Comu-

nidad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del

Presidente 6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de

Consejerías, el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que

se aprueba la Estructura Orgánica de la Consejería de Gober-

nación, modificado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo.

Segundo. Las alegaciones vertidas en el recurso de alzada

interpuesto nada tienen que ver con la resolución sanciona-

dora, que es por carecer de acuerdo de revocación el contrato

de solicitud de inscripción en el curso de preparación de la

oposición de Guardia Civil.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la

Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985, de

8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía; el

RD 1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las infrac-

ciones y sanciones en materia de defensa del consumidor y

de la producción agro-alimentaria; la Ley 30/1992, de 26 de

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones

Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y demás

disposiciones concordantes y de general aplicación, esta

Secretaría General Técnica,

R E S U E L V E

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Oskar

Rivar Orcera, en nombre y representación de la entidad RILOMA,

SL contra Resolución de la Delegación del Gobierno de la Junta

de Andalucía en Sevilla, y en consecuencia mantener la misma

en sus propios términos.

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-

trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo

en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de

su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-

nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo

dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,

reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa. Sevilla,

30 de octubre de 2002.- El Secretario General Técnico. Fdo.:

Rafael Cantueso Burguillos.»

Sevilla, 16 de diciembre de 2002.- El Secretario General

Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 16 de diciembre de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la adop-
tada por el Consejero de Gobernación al recurso de
alzada interpuesto por don José Núñez Sánchez, en
representación de Relojerías Núñez, contra otra dictada
por el Delegado del Gobierno en Sevilla, recaída en el
exp. CSM 12/01.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de la

Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo

Común e intentada sin efecto la notificación personal al recu-

rrente Relojerías Núñez de la resolución adoptada por el

Consejero de Gobernación al recurso administrativo interpuesto,

contra la dictada por el Delegado de Gobierno de la Junta de

Andalucía en Sevilla, por la presente se procede a hacer pública

la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio repro-

duciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se encuen-

tra en las dependencias del Servicio de Legislación de esta

Secretaría General Técnica (Plaza Nueva núm. 4, Sevilla),

pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«Visto el Recurso de alzada interpuesto por don José Núñez

Sánchez, en nombre y representación de la entidad Relojerías

Núñez contra la Resolución de la Delegación del Gobierno de

la Junta de Andalucía en Sevilla, de fecha 13 de julio de 2001,

recaída en el expediente CSM 12/01 AJ.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía

en Sevilla dictó la Resolución de referencia, por la que se impone

a la citada entidad una sanción de 40.000 ptas. (240,40 euros)

de conformidad con los antecedentes de hecho y fundamen-

tos de derecho contenidos en la misma, a la que nos remiti-

mos íntegramente.

Segundo. Contra la anterior resolución el interesado inter-

puso recurso de alzada, alegando en síntesis que sí se con-

testó a la hoja de reclamaciones y que no hubo culpa.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,

por delegación del Consejero realizada por la Orden de fecha

18 de junio de 2001, para conocer y resolver el presente recurso,

a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del

Procedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC),

y 39.8 de la Ley del Gobierno y la Administración de la

Comunidad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto

del Presidente 6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración

de Consejerías, el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el

que se aprueba la Estructura Orgánica de la Consejería de

Gobernación, modificado por Decreto 373/2000, de 16 de

mayo.

Segundo. En vista de las alegaciones vertidas por la parte

recurrente, se hace necesario recordar el motivo concreto por

el cual se procedió a incoar el presente expediente sanciona-

dor así como la infracción exacta que ha sido objeto de san-

ción administrativa.

De la documentación obrante en el expediente de refe-

rencia, se desprende que la recurrente no ha atendido los reque-

rimientos para los que se le dio traslado y de los que trae causa

el presente expediente sancionador. En este sentido, el art. 5.1

del RD 1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las

infracciones y sanciones en materia de defensa del consumi-

dor y de la producción agroalimentaria, recoge como infrac-

ción la negativa o resistencia a suministrar datos o a facilitar

la información requerida por las autoridades competentes o

sus agentes, en orden al cumplimiento de las funciones de

información, vigilancia, investigación, inspección, tramitación

y ejecución en las materias a que se refiere el presente Real

Decreto, así como el suministro de información inexacta o docu-

mentación falsa. Por consiguiente no cabe la estimación de la

contestación dada el 23 de noviembre de 2000 (folio 17 del

expediente), como causa justificable suficiente que alcance la

exoneración de responsabilidad por omitir la obligación de con-

testar, en todos sus términos, a los requerimientos de referencia.

Tercero. El artículo 130 de la LRJAP-PAC en su párrafo 1

establece que sólo podrán ser sancionadas por hechos consti-

tutivos de infracción administrativa las personas físicas y jurídi-

cas que resulten responsables de los mismos aun a título de

simple inobservancia, lo cual hace que el sistema administra-

tivo sancionador, que tantas similitudes presenta con el penal,

se diferencie de éste en dos aspectos fundamentales: La posi-

bilidad de que sea responsable de la infracción una persona jurí-

dica (en el ámbito penal se aplica el principio societas delinquere

non potest), y la no exigencia de dolo o culpa, sino la simple

negligencia, para que se pueda entender cometida la infracción.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la

Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985, de

8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía; el

RD 1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las infrac-

ciones y sanciones en materia de defensa del consumidor y

de la producción agro-alimentaria; la Ley 30/1992, de 26 de

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones

Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y demás

disposiciones concordantes y de general aplicación, esta

Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don José

Núñez Sánchez, en nombre y representación de la entidad

Relojerías Núñez contra Resolución de la Delegación del

Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla, y en consecuencia

mantener la misma en sus propios términos.

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-

trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo

en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de

su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-

nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo

dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,

reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa. Sevilla,

25 de octubre de 2002.- El Secretario General Técnico. Fdo.:

Rafael Cantueso Burguillos»

Sevilla, 16 de diciembre de 2002.- El Secretario General

Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 16 de diciembre de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la adop-
tada por el Consejero de Gobernación al recurso de
alzada interpuesto por don Miguel Angel Nieto Lara, con-
tra otra dictada por el Delegado del Gobierno  en Jaén,
recaída en el expte. J-63/02-MR.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de la

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo

Común e intentada sin efecto la notificación personal al recu-

rrente don Miguel Angel Nieto Lara de la resolución adoptada

por el Consejero de Gobernación al recurso administrativo inter-

puesto, contra la dictada por el  Delegado de Gobierno de la

Junta de Andalucia en Jaén, por la presente se procede a hacer

pública la misma, al no haberse podido practicar en su domi-

cilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se encuen-

tra en las dependencias del Servicio de Legislación de esta

Secretaría General Técnica (Plaza Nueva núm. 4, Sevilla),

pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a treinta de septiembre de dos

mil dos.

Visto el recurso de alzada interpuesto y con base a los

siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El procedimiento sancionador núm. J-63/02-MR

tramitado en instancia se fundamenta en la Denuncia, efec-

tuada con fecha 30 de enero de 2002 por miembros de la

Unidad de Policía adscrita a la Dirección General de Política

Interior de la Consejería de Gobernación de la Junta de

Andalucía, por comprobación de los agentes que en el esta-

blecimiento público denominado “Mesón Los Llanos” sito en

el Polígono Llanos del Valle de Jaén, se encontraba instalada

y en funcionamiento una máquina recreativa tipo B, modelo

Diamond King, con serie y número 01-1450, y matrícula JA-

01227, la cual carecía de la autorización de instalación para el

local donde estaba instalada y por lo tanto cometiéndose una

infracción a la vigente Ley 2/1986, de 19 de abril, sobre Juego

y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Andalucía y al

Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar aprobado por

Decreto 491/1996, de 19 de noviembre de 1996.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente

prevista, fue dictada resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del

Gobierno de la Junta de Andalucía en Jaén, por la que se impo-

nía al recurrente una multa por importe de 602 euros, como

responsable de una infracción a lo dispuesto en los artículos

4.1.c) y 25.4 de la Ley 2/1986, de 19 de abril, del Juego y

Apuestas de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en rela-

ción con los artículos 43 y 44 del Reglamento de Máquinas

Recreativas y de Azar, aprobado por Decreto 491/1996, de 19
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